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de las Sentencias cuando se invoca la vulneración de
uno de ellos, como aconteció en este caso, de forma
que «todo motivo de recurso atinente a un derecho fun-
damental que se estime conculcado por la resolución
impugnada debe ser resuelto expresamente», por lo que
no es posible una motivación tácita (SSTC 34/1997,
de 25 de febrero, FJ 2; y 83/1998, de 20 de abril,
FJ 3, entre otras). La necesidad de motivación debe vin-
cularse aquí, por el contrario, con el derecho a la lega-
lidad sancionadora del art. 25.1 CE. Es posible, como
dijimos en la STC 151/1997, de 29 de septiembre, que,
aunque los aspectos esenciales de la interpretación de
la norma tipificadora deben expresarse en la motivación
de la correspondiente resolución con el fin de permitir
constatar si la decisión sancionadora es fruto previsible
de una razonable aplicación judicial o administrativa de
lo decidido por la soberanía popular, en determinados
supuestos, aun a pesar de la falta o insuficiencia de
la motivación, podrá ser constatable por la propia mecá-
nica de la subsunción del hecho en la norma un proceder
respetuoso con las exigencias del principio de legalidad.
Pero no es eso lo acaecido en este caso, según se ha
expuesto. Cuando, como sucede en el supuesto que
enjuiciamos, la ausencia o insuficiencia de motivación
revelen una aplicación extensiva o analógica de la norma
sancionadora, con la consecuente falta de un fundamen-
to jurídico cognoscible para la sanción, aquella ausencia
o insuficiencia deja de ser una infracción formal reparable
con una nueva para convertirse en una vulneración del
art. 25.1 CE, sólo reparable con la anulación definitiva de
la sanción (STC 151/1997, de 29 de septiembre, FJ 4),
que es el pronunciamiento procedente en este caso.

7. Comprobada la anterior infracción constitucional,
debe otorgarse a la demandante el amparo del derecho
fundamental que le reconoce el art. 25.1 CE, por lo que
deben anularse tanto el Decreto de 5 de noviembre de
1997 del Sr. Alcalde Presidente del Ayuntamiento de
Madrid y la Resolución del Sr. Concejal Delegado del
Área de Hacienda y Economía del mencionado Ayun-
tamiento que sancionó a la demandante y que aquel
Decreto confirmó, como la Sentencia que estimó sólo
en parte el recurso contencioso-administrativo promo-
vido contra dichas resoluciones.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña María Jesús
Díaz Veiga y, en consecuencia:

1.o Reconocer su derecho fundamental a la lega-
lidad sancionadora (art. 25.1 CE).

2.o Declarar la nulidad del Decreto de 5 de noviem-
bre de 1997 del Sr. Alcalde Presidente del Ayuntamiento
de Madrid y la Resolución del Sr. Concejal Delegado
del Área de Hacienda y Economía del mencionado Ayun-
tamiento dictada en expediente 89657962 que sancio-
nó a la demandante y que aquel Decreto confirmó, así
como de la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comu-
nidad de Madrid de 17 de noviembre de 2000 dictada
en el recurso contencioso-administrativo 22909/1999.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a doce de julio de dos mil cua-
tro.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier Delgado
Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Manuel Aragón
Reyes.—Pablo Pérez Tremps.—Firmado y rubricado.

14850 Sala Primera. Sentencia 112/2004, de 12 de
ju l io de 2004. Recurso de amparo
2685-2001. Promovido por la Federación de
Servicios y Administraciones Públicas de
Comisiones Obreras frente a las Sentencias
de la Audiencia Nacional y de un Juzgado
de lo Contencioso-Administrativo en litigio
contra la Tesorería General de la Seguridad
Social sobre contratación de apoyo técnico
informático.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (acceso a la justicia): inadmisión de
recurso contencioso-administrativo por falta
de legitimación del sindicato, ignorando su
legítimo interés profesional o económico (STC
101/1996).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presidenta,
don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-Calvo y
Montiel, don Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez
Tremps, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2685-2001, promovido
por la Federación de Servicios y Administraciones Públi-
cas de Comisiones Obreras, representada por la Procu-
radora de los Tribunales doña María Jesús Ruiz Esteban
y asistida por el Abogado don Luis Cordovilla Molero,
contra la Sentencia de 4 de abril de 2001 de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacio-
nal, Sección Cuarta, dictada en recurso de apelación
88-2001, y contra la Sentencia de 28 de noviembre
de 2000 del Juzgado Central de lo Contencioso-Admi-
nistrativo núm. 7, dictada en procedimiento ordinario
88/99. Ha sido parte la Tesorería General de la Segu-
ridad Social, asistida y representada por la Letrada de
la Administración de la Seguridad Social. Ha intervenido
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Roberto García-Calvo y Montiel, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de guardia
el día 8 de mayo de 2001 y registrado en este Tribunal
el día 10 siguiente, doña María Jesús Ruiz Esteban, en
nombre y representación de la Federación de Servicios
y Administraciones Públicas de Comisiones Obreras (en
adelante FSAP-CC OO) presentó recurso de amparo con-
tra las Sentencias del encabezamiento.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del recurso son
los siguientes:

a) Mediante Resolución de 8 de marzo de 1999
(BOE 12.03), la Tesorería General de la Seguridad Social
(en adelante, TGSS) convocó tres concursos abiertos,
con las siguientes referencias y objetivos: 99/2501, para
contratar apoyo técnico informático para cubrir las nece-
sidades que en el entorno de los servicios generales
tiene el Centro de Control de Recaudación (en adelante,
CENDAR); el 99/2502, para contratar el mismo apoyo
con el fin de cubrir las necesidades que en las aplica-
ciones relativas a los diversos tratamientos a realizar
sobre los documentos TC1 tiene el CENDAR; y el
99/2503, para contratar el mismo apoyo para cubrir
las necesidades que en las aplicaciones relativas a los
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diversos tratamientos a realizar sobre los documentos
TC2 tiene el CENDAR. Finalmente, mediante Resolución
de 7 de abril de 1999 (BOE 22.04), la Tesorería convocó
un cuarto concurso abierto, el 7205/99-G, relativo a
la contratación de asistencia técnica para la Gerencia
de Informática de la Seguridad Social (GISS).

b) Las referidas Resoluciones fueron impugnadas
por el sindicato ahora demandante de amparo, por enten-
der que con ellas se infringía el art. 197 de la Ley
13/1995, de 18 de mayo, de contratos de las Admi-
nistraciones públicas (en adelante LCAP), incurriendo en
desviación de poder, pues, a su juicio, su objeto excedía
del ámbito del contrato de asistencia técnica y, en segun-
do lugar, pero directamente relacionado con lo anterior,
por entender que con ellas se infringían las normas de
acceso a la función pública. La TGSS demandada se
opuso a las pretensiones del demandante alegando la
excepción de falta de jurisdicción, al corresponder la
resolución de la cuestión planteada a la del orden social,
así como falta de legitimación del recurrente y, respecto
al fondo del asunto, por encajar el objeto de los con-
cursos en el ámbito de los contratos de asistencia téc-
nica, por lo que no se vulneran ni la Ley de contratos
ni las normas de acceso a la función pública.

c) El Juzgado Central de lo Contencioso-Adminis-
trativo núm. 7 dictó Sentencia el 28 de noviembre de
2000 en la que, acogiendo la excepción de falta de
legitimación activa del sindicato demandante, acordó
inadmitir el recurso. En el fundamento de Derecho ter-
cero de la Sentencia el Juez, tras recoger la doctrina
del Tribunal Supremo y del Tribunal Constitucional en
esta materia, señala lo siguiente: «en el supuesto de
autos, y aún partiendo de que el análisis de la cuestión
debe estar presidido por el principio ’pro actione’, de
tal forma que ante la duda deberá optarse por la admisión
de la legitimación facilitando el pronunciamiento de fon-
do, hemos de concluir, a mi juicio, que la Federación
Sindical de Administración Pública de Comisiones Obre-
ras carece de legitimación para impugnar las convoca-
torias de los concursos para adjudicar los contratos de
apoyo técnico que constituyen el objeto del proceso y
a esta conclusión ha de llegarse por cuanto no se aprecia
en su actuación el interés específico y concreto del que
habla la jurisprudencia, dicho de otra forma los funcio-
narios de la Administración pública cuyos intereses
representa el sindicato no van a obtener beneficio alguno
aún en el caso de que prospere la acción ejercitada
por él. En efecto los contratos impugnados no afectan
directamente a la situación de los funcionarios públicos
destinados en los órganos administrativos donde se van
a desarrollar, ni en el desempeño de sus funciones, ni
en la configuración de los puestos de trabajo y, por otra
parte, aún admitiendo las tesis de la actora lo único
que podría acordarse en la sentencia sería su anulación
pero nunca que las prestaciones que constituyen su obje-
to fueran desarrolladas por funcionarios públicos, pues
el órgano judicial carece de competencia para interferir
en el derecho de autoorganización de que goza la Admi-
nistración, por lo que en definitiva ningún beneficio
obtendrían los funcionarios de dicha anulación. De las
propias manifestaciones del sindicato en su escrito de
conclusiones, al justificar su legitimación al amparo del
hecho de que la Administración pretende ’sustituir
empleo público por empleo privado’ se desprende que
su acción en realidad pretende una defensa de la lega-
lidad en abstracto, precisamente por ello alude en dicho
escrito a un interés difuso, que es precisamente para
la que, según la jurisprudencia antes aludida, carece de
legitimación. En definitiva ha de estimarse la causa de
inadmisibilidad esgrimida por la Letrada de la Seguridad
Social y en consecuencia ha de inadmitirse la demanda,
sin que sea posible entrar a considerar el fondo de la
cuestión planteada».

d) Contra la citada Sentencia interpuso el sindicato
demandante recurso de apelación ante la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional. En el
mencionado recurso se invocaron los arts. 7, 28 y 24
de la Constitución, como soporte de la legitimación activa
del sindicato, en cuanto configuradores del interés exi-
gido por el art. 19 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa
(LJCA), efectuando un análisis de la jurisprudencia cons-
titucional a este respecto para, a continuación, fijar los
puntos de conexión existentes entre la organización
recurrente y las resoluciones impugnadas, dividiendo a
tal fin dicha conexión en dos aspectos, uno relativo a
un interés meramente organizativo, inscrito en el núcleo
de la relación asociativa, alcanzando incluso un conte-
nido patrimonial, y el otro referido a un interés sindical
y político, inscrito en el ejercicio de la acción sindical.

e) El recurso de apelación fue desestimado por Sen-
tencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de
la Audiencia Nacional, Sección Cuarta, de 4 de abril de
2001. En la Sentencia, la Sala reitera el criterio de la
resolución de instancia relativo a la inexistencia de rela-
ción entre los concursos impugnados y la parte recurren-
te, ni por su objeto ni por las posibles empresas adju-
dicatarias, por lo que la anulación pretendida no puede
afectar a la parte recurrente ni proporcionarle un bene-
ficio o perjuicio cierto, rechazando la existencia de un
interés legítimo del Sindicato, tanto desde el punto de
vista de la organización en cuanto tal, como desde el
punto de vista del colectivo representado. Junto a ello,
y entre otros razonamientos, la Sentencia pone también
de relieve que las resoluciones impugnadas no regulan
cuestiones de personal, sino una modalidad de contra-
tación de servicios o asistencia técnica con empresas
adjudicatarias a realizar por su propio personal, por lo
que no se sitúan en el ámbito del empleo público ni
resultan afectadas por la citada regulación los funcio-
narios o personal afiliado al Sindicato, siendo una cues-
tión diferente que el recurrente mantenga otra opción
sobre la forma de prestación de esos servicios, pero ni
ello invalida la forma utilizada por la Administración ni
convierte al recurrente en parte legitimada respecto a
concursos sobre contratación de servicios o asistencia
a formalizar con terceros, debiendo recordarse que el
concepto de interés legítimo no puede ser asimilado al
de interés en la legalidad.

3. En la demanda de amparo la federación sindical
recurrente denuncia la vulneración de los arts. 24 y 28
CE, que garantizan respectivamente el derecho a la tutela
judicial efectiva y el derecho a la libertad sindical. Tales
vulneraciones se imputan a la Sentencia de 4 de abril
de 2001 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Nacional, Sección Cuarta, y a la Sen-
tencia de 28 de noviembre de 2000 del Juzgado Central
de lo Contencioso-Administrativo núm. 7.

La organización demandante de amparo considera
que las resoluciones judiciales citadas han lesionado su
derecho a obtener un pronunciamiento sobre el fondo
del recurso planteado, al apreciar que carece de legi-
timación activa para la impugnación de los actos recurri-
dos pese a tratarse de una cuestión que tiene notable
incidencia en el ámbito de su actuación sindical,
incurriendo con ello en una interpretación del concepto
de legitimación activa que en nada se compadece ni
con la letra ni con el espíritu de la Ley de la jurisdicción
contencioso-administrativa, ni con la doctrina del Tribu-
nal Constitucional en esta materia.

El objeto del proceso contencioso era la convocatoria
de cuatro concursos de asistencia técnica para la rea-
lización de labores informáticas en diferentes órganos
de la Seguridad Social. Lo que se pretendía con dichos
concursos era incorporar medios humanos a la Admi-
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nistración, al margen de la relación reglada de empleo
del personal funcionario. La pretensión de la demandante
de amparo en el recurso contencioso-administrativo era
la declaración de nulidad de los citados concursos, al
infringirse con ellos la normativa de contratos de las
Administraciones públicas y sobre el acceso a la función
pública.

El interés legítimo de la organización demandante
en dicha impugnación se articula en torno a dos focos.
En primer lugar, un interés directo, desde el punto de
vista de la propia organización, relacionado con las posi-
bilidades de fortalecimiento del sindicato que se derivan
de la incorporación de funcionarios públicos para la rea-
lización de aquellas tareas que con los concursos se
tratan de externalizar, incrementándose así la base afi-
liativa potencial con repercusiones patrimoniales, insti-
tucionales y de implantación organizativa. En segundo
lugar, un interés basado en el ejercicio de la acción sin-
dical, que conecta con el interés propio del colectivo
representado por el sindicato. Según señalan los infor-
mes obrantes en el expediente administrativo, la causa
de que se contraten los trabajos fuera del organismo
radica en las carencias de las relaciones de puestos de
trabajo del mismo, de donde se desprende que las plazas
que cubrirán los trabajadores de las empresas contra-
tadas no serán ofertadas a los empleados públicos, lo
que impide la realización de medidas de promoción, tras-
lados, reingresos, funcionarización del personal laboral,
etc., y limita, en general, las posibilidades de creación
de empleo público. Es obvio, por todo ello, que el sin-
dicato se encuentra legitimado, en el ejercicio de su
actividad sindical, para defender la sujeción plena a la
legalidad de la actuación administrativa en materias que
tengan conexión con las cuestiones de personal, como
sucede en el presente caso.

El sindicato demandante de amparo, finalmente, reco-
nociendo que no puede asimilarse el interés legítimo
al interés por la legalidad, señala sin embargo que en
el presente caso resulta evidente que ostenta un interés
legítimo para combatir un acto administrativo que ataca
de raíz uno de los elementos de la acción sindical en
el seno de las Administraciones públicas, como es el
de la extensión del empleo público y el papel de este
poder público en el conjunto de la sociedad. A su vez,
es claro que la sustitución de empleo público por empleo
privado no constituye un interés abstracto, sino algo que
afecta directamente a las personas perfectamente iden-
tificables a las que el sindicato representa en elementos
básicos de su relación funcionarial: movilidad, promo-
ción, campo de trabajo, perspectivas de formación, etc.
La anulación de las resoluciones, por entender que vul-
neran la normativa sobre contratos de las Administra-
ciones públicas y sobre el acceso a la función pública
tendrá como consecuencia que esas funciones sean
desempeñadas por empleados públicos.

En base a todas estas consideraciones, la demanda
suplica que se otorgue a la organización sindical
recurrente el amparo solicitado, que se declare que han
sido vulnerados sus derechos a la tutela judicial efectiva
y a la libertad sindical, y que, en su virtud, se declare
la nulidad de las Sentencias de 4 de abril de 2001 de
la Audiencia Nacional y de 28 de noviembre de 2000
del Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo
y se reconozca su legitimación activa en el recurso plan-
teado, retrotrayéndose las actuaciones al momento ante-
rior a dictarse la última de las Sentencias citadas.

4. Por providencia de la Sección Primera de este
Tribunal de 18 de diciembre de 2002 se acordó la admi-
sión a trámite de la demanda de amparo, requiriéndose
a la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo de la Audiencia Nacional y al Juzgado Cen-
tral de lo Contencioso-Administrativo núm. 7 para que
en el plazo de diez días remitiesen, respectivamente,

testimonio del rollo de apelación núm. 88-2001 y del
procedimiento ordinario núm. 88/99, interesándose al
propio tiempo que se emplazara a quienes hubieran sido
parte en el mencionado procedimiento, con excepción
del recurrente en amparo, que aparecía ya personado,
para que en el plazo de diez días pudiesen comparecer
en este proceso constitucional, con traslado a dichos
efectos de copia de la demanda presentada.

5. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
21 de enero de 2003, la Letrada de la Administración
de la Seguridad Social, actuando en nombre y repre-
sentación de la Tesorería General de la Seguridad Social,
solicitó se la tuviera por comparecida en el proce-
dimiento.

6. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de
la Sala Primera de este Tribunal de 13 de febrero de
2003 se tuvieron por recibidos los testimonios de las
actuaciones remitidos por la Sección Cuarta de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacio-
nal y por el Juzgado Central de lo Contencioso-Admi-
nistrativo núm. 7, y el escrito de la Letrada de la Admi-
nistración de la Seguridad Social, a quien se tuvo por
personada y parte en el procedimiento en representación
de la Tesorería General de la Seguridad Social, acor-
dándose, conforme a lo dispuesto en el art. 52 de la
Ley Orgánica de este Tribunal dar vista de todas las
actuaciones del presente recurso de amparo, en la Secre-
taría de la Sala, por un plazo común de veinte días,
al Ministerio Fiscal y a las partes personadas para que
dentro de dicho término pudieran presentar las alega-
ciones que a su derecho convinieren.

7. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 7
de marzo de 2003, la representación procesal de la parte
recurrente solicitó se dieran por reproducidas las ale-
gaciones contenidas en el escrito de interposición del
recurso, al que se remitió íntegramente.

8. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
11 de marzo de 2003, la Letrada de la Administración
de la Seguridad Social, actuando en nombre y repre-
sentación de la Tesorería General, presentó sus alega-
ciones, solicitando la denegación del amparo.

En el escrito, la Letrada hace suyas las argumenta-
ciones contenidas en las resoluciones judiciales recurri-
das para negar la legitimación del sindicato recurrente.
Junto a ello, señala que lo que el recurrente pretende
es que todo el personal de las empresas adjudicatarias
de los contratos sea conceptuado como personal al ser-
vicio de la TGSS, así como que si ésta no acudiera a
esta contratación administrativa, sino a una laboral, el
sindicato podría tener mas afiliados, con lo que demues-
tra que los intereses que le mueven no son los de los
trabajadores sino los propios del Sindicato, lo que resulta
revelador de su falta de legitimación. Además, ello se
demuestra también en el hecho de que el sindicato
recurrente no se preocupe del mismo modo de defender
los derechos de los trabajadores que, afiliados a dicho
sindicato, están integrados en las plantillas de las empre-
sas adjudicatarias, dudando la Letrada de la Seguridad
Social de que tales trabajadores dieran al sindicato, caso
de que estuvieran afiliados al mismo, la autorización que
prescribe el art. 20.2 de la Ley de procedimiento laboral.
Señala, en fin, que el sindicato recurrente incurre en
fraude procesal que los Tribunales deben rechazar con-
forme al art. 11.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial,
pues utiliza abusivamente un procedimiento jurisdiccio-
nal previsto para fines distintos con objeto de conseguir
«no se sabe qué objetivo», de lo que presume que «CC
OO o tiene escaso predicamento entre el personal de
las empresas adjudicatarias de los contratos impugnados
por aquélla, o bien, sus asesores jurídicos no han encon-
trado base alguna para poder demandar a la TGSS ante
el Juzgado de lo Social, a fin de intentar las pertinentes
resoluciones judiciales que, en su caso, imputasen a la
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TGSS la condición de empleadora de los trabajadores
ejecutores de las prestaciones contratadas». Pero es lo
cierto que «la hipotética anulación de los contratos
impugnados por CC OO -contratos ya adjudicados y que
proporcionan empleo a buen número de trabajadores
de las empresas adjudicatariassolo daría lugar a que las
referidas empresas adjudicatarias, alegando una situa-
ción de crisis sobrevenida y al amparo del artículo 49.1.i)
del Estatuto de los Trabajadores ... procediese al despido
colectivo de dichos trabajadores».

Finaliza la Letrada de la Administración de la Segu-
ridad Social su escrito señalando que la falta de legi-
timación de la recurrente es evidente por dos razones:
primero, porque no tiene un interés directo, dado que
no ha sido parte de los contratos administrativos que
pretende impugnar, siendo las partes las únicas legiti-
madas, conforme al art. 7.2 LCAP, para acudir ante la
jurisdicción contencioso-administrativa con objeto de
resolver sus controversias respecto de tales contratos;
en segundo lugar, porque estos contratos en nada afec-
tan a los derechos e intereses legítimos colectivos, por
lo que no puede entrar en juego la regla de legitimación
prevista en el art. 19.1 b) LJCA. Por ello, rechazando
que resulte de aplicación la STC 84/2001, de 26 de
marzo, al no existir ninguna similitud entre la práctica
de reestructuración administrativa que allí se analizaba
y el presente caso, en el que se pretende la nulidad
de unas resoluciones administrativas que resuelven con-
tratos de adjudicación, y tras citar el contenido de las
SSTC 7/2001, de 15 de enero, 19/2002, de 28 de
enero, y 91/2002, de 22 de abril, concluye reiterando
la patente falta de legitimación directa del sindicato en
el supuesto de autos, al carecer de un interés directo
en la impugnación de unos contratos que no guardan
una relación directa con las cuestiones de personal.

9. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional presentó
sus alegaciones mediante escrito registrado en este Tri-
bunal el 14 de marzo de 2003, en el que solicitó el
otorgamiento del amparo.

En su informe, el Ministerio Fiscal, tras recordar que
el tema de la legitimación de los sindicatos en la juris-
dicción contencioso-administrativa ha sido objeto de
varias resoluciones del Tribunal, realiza una extensa cita
de la STC 203/2002, que, además de ser la última que
en esa fecha se había dictado sobre esta materia, posee
en su opinión un contenido análogo al del presente caso,
de cuyo análisis concluye que también en este asunto
existe un interés de FSAP-CC OO equivalente al que per-
mitió otorgar el amparo en la STC 203/2002 citada.
Si el recurso contencioso-administrativo interpuesto por
el sindicato es estimado y se revocan las resoluciones
por las que fueron convocados los concursos cuestio-
nados, puede ser que la TGSS decida que la actividad
se lleve a cabo por personas vinculadas a la Adminis-
tración en alguna de las modalidades del empleo público,
en cuyo caso tanto FSAP-CC OO como sus afiliados
podrán obtener los beneficios que se alegan: el sindicato,
nuevos afiliados, mayores ingresos y mas influencia; y
sus afiliados, expectativas de promoción y movilidad.

Existe, en consecuencia, un interés indirecto y even-
tual en el resultado del recurso contencioso-administra-
tivo interpuesto que es suficiente para legitimar activa-
mente a un sindicato en el proceso contencioso-admi-
nistrativo, habiéndose ya rechazado por este Tribunal
en la propia STC 203/2002 el argumento de que una
materia correspondiente a la potestad de organización
—o autoorganización— de la Administración sea, por ese
mero hecho, ajena al interés de los sindicatos y, en con-
secuencia, carezcan éstos de legitimación para impugnar
las decisiones administrativas que se adopten en dicho
ámbito.

10. Por providencia de 7 de julio de 2004 se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 12 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Constituye el objeto del presente recurso de
amparo determinar si las Sentencias de 28 de noviembre
de 2000 del Juzgado Central de lo Contencioso-Admi-
nistrativo núm. 7 y de 4 de abril de 2001 de la Sección
Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de
la Audiencia Nacional han vulnerado los derechos fun-
damentales a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE)
y a la libertad sindical (art. 28.1 CE) de la organización
sindical recurrente, al negarle legitimación activa para
impugnar diversas Resoluciones de la Tesorería General
de la Seguridad Social mediante las que se convocaron
concursos abiertos para la contratación de apoyo técnico
informático en diferentes órganos y servicios de la
misma.

La demandante de amparo, Federación de Servicios
y Administraciones Públicas de Comisiones Obreras, con-
sidera que las citadas resoluciones judiciales han vul-
nerado, en primer lugar, su derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva, en su vertiente de acceso a la
jurisdicción, impidiéndole la obtención de un pronun-
ciamiento sobre el fondo del recurso planteado, siendo
así que las Resoluciones recurridas, que pretenden incor-
porar medios humanos a la Tesorería General de la Segu-
ridad Social al margen de la relación reglada de empleo
constituida por personal funcionario, tienen una notable
incidencia en su ámbito de actuación sindical, tanto des-
de un punto de vista directo de la propia organización,
afectando a su potencial base afiliativa, con las consi-
guientes repercusiones patrimoniales, institucionales y
de implantación organizativa, como desde el punto de
vista del ejercicio de la actividad sindical en el ámbito
de las Administraciones públicas y la defensa de los
intereses de sus afiliados, a los que la «externalización»
de servicios afecta de manera obvia en cuestiones tales
como la carrera administrativa, los ámbitos de trabajo,
las posibilidades de promoción o traslado, las perspec-
tivas de formación, etc. En última instancia, lo que está
en juego es la determinación de la extensión del empleo
público y la definición del papel de las Administraciones
públicas en la sociedad, lo que afecta directamente a
los objetivos del sindicato, en su doble papel asociativo
e institucional que tiene reconocido por la Constitución.
Por ello, considera la organización recurrente que dichas
resoluciones judiciales han vulnerado también su dere-
cho fundamental a la libertad sindical, en su vertiente
de actividad sindical concretada en la interposición del
recurso.

Este planteamiento es rechazado por la representa-
ción de la Tesorería General de la Seguridad Social, para
la que no existe la lesión de los derechos fundamentales
denunciada, toda vez que la tutela judicial efectiva que
la Constitución reconoce a todas las personas está con-
dicionada a una premisa anterior, que es la legitimación
de quien solicita la tutela. En su escrito, la Letrada de
la Administración de la Seguridad Social niega que el
sindicato recurrente posea tal legitimación, al carecer
de un interés directo en la impugnación de los concursos,
que se refieren a contratos de asistencia técnica en los
que no ha sido parte el sindicato y que no guardan una
relación directa con cuestiones de personal, sin que pue-
da aceptarse que la legitimación que poseen los sin-
dicatos para intervenir en las cuestiones que afectan
a las condiciones de empleo y personal les legitime para
intervenir también en toda actuación administrativa, con-
virtiéndose en una figura semejante al Ministerio Fiscal,
que tiene la obligación de velar por la legalidad de la
actuación administrativa.

Por su parte, el Ministerio Fiscal interesa el otorga-
miento del amparo, estimando que existe un interés de
la Federación de Servicios y Administraciones Públicas
de Comisiones Obreras en la impugnación de los con-
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cursos similar al que ha sido apreciado en otras oca-
siones por el Tribunal a estos efectos (STC 203/2002,
de 28 de octubre), dado que de la pretendida anulación
de los concursos podrían derivarse determinados bene-
ficios tanto para el sindicato como para sus afiliados,
existiendo, en consecuencia, un interés indirecto y even-
tual suficiente para legitimar activamente al sindicato
en el proceso contencioso-administrativo.

2. Se plantea de nuevo, por tanto, ante este Tribunal
la cuestión de la legitimación de los sindicatos ante la
jurisdicción contencioso-administrativa. Antes de recor-
dar los elementos fundamentales de la doctrina que a
este respecto hemos desarrollado en pronunciamientos
reiterados, que será nuestra guía para abordar nueva-
mente la cuestión al analizar el presente recurso, debe-
mos precisar que, aun cuando la organización recurrente
en amparo aduce la vulneración de los derechos fun-
damentales reconocidos en los arts. 24.1 y 28.1 CE,
en realidad será suficiente a los fines del presente recurso
de amparo con abordar la cuestión desde la perspectiva
del primero de los derechos mencionados, pues de su
vulneración o no derivará, como consecuencia inmedia-
ta, la del art. 28.1 CE, al formar el derecho a la tutela
judicial efectiva parte del contenido de la acción ins-
titucional del sindicato (STC 24/2001, de 29 de enero,
FJ 1). Aunque, como señalábamos recientemente ante
un supuesto similar (STC 203/2002, de 28 de octubre,
FJ 2), también sería posible hacerlo a la inversa e iniciar
nuestro enjuiciamiento desde la perspectiva del derecho
fundamental de libertad sindical, en su manifestación
de realización o desarrollo pleno de la actividad sindical
en defensa de los intereses propios del sindicato, para
alcanzar desde dicho punto de partida la tutela del art.
24.1 CE. Y es que, en realidad, en el supuesto analizado,
como se comprobará de inmediato, la consideración de
ambas alegaciones está forzosamente enlazada (STC
84/2001, de 26 de marzo, FJ 2).

3. Por lo que a este amparo interesa, así planteado
su objeto, hemos de advertir de entrada, como reite-
radamente venimos haciendo al tratar el concepto de
legitimación procesal, que la apreciación de cuándo con-
curre un interés legítimo, y por ende legitimación activa
para recurrir en vía contencioso-administrativa, es, en
principio, cuestión de legalidad ordinaria que compete
a los órganos judiciales ex art. 117.3 CE (así, SSTC
47/1988, de 21 de marzo, FJ 4; 93/1990, de 23 de
mayo, FJ 3; 143/1994, de 9 de mayo, FJ 3; 252/2000,
de 30 de octubre, FJ 2; y ATC 177/1999, de 12 de
julio, FJ 2).

Junto a ello, hemos de recordar también que aunque
el contenido normal del derecho a la tutela judicial efec-
tiva consiste en obtener una resolución de fondo, ello
no impide que el derecho también se satisfaga cuando
la resolución es de inadmisión, siempre que se dicte
en aplicación razonada de una causa legal, debiendo
el razonamiento responder a una interpretación de las
normas legales de conformidad con la Constitución y
en el sentido más favorable para la efectividad del dere-
cho fundamental, pues, como hemos declarado también
reiteradamente, «en los supuestos en los que está en
juego el derecho a la tutela judicial efectiva en su ver-
tiente de acceso a la jurisdicción, el canon de enjui-
ciamiento constitucional de las decisiones de inadmisión
es más severo o estricto que el que rige el derecho
de acceso a los recursos» (por todas, STC 203/2002,
de 28 de octubre, FJ 3), dado que nos encontramos
«ante el control de resoluciones judiciales que cierran
el acceso a la jurisdicción y, por tanto, impeditivas de
la obtención de una primera respuesta judicial sobre el
fondo de los derechos e intereses sometidos a tutela,
supuesto en el que, conforme a nuestra doctrina cons-
titucional, despliega su máxima eficacia el principio pro
actione, exigiendo que los órganos judiciales, al inter-

pretar los requisitos procesales legalmente previstos, ten-
gan presente la ratio de la norma, con el fin de evitar
que los meros formalismos o entendimientos no razo-
nables de las normas procesales impidan un enjuicia-
miento de fondo del asunto, vulnerando las exigencias
del principio de proporcionalidad» (STC 220/2003, de
15 de diciembre, FJ 3).

Por tanto, pese a tratarse como decimos de una cues-
tión de legalidad ordinaria, los órganos judiciales quedan
compelidos a interpretar las normas procesales no sólo
de manera razonable y razonada, sin sombra de arbi-
trariedad ni error notorio, sino en sentido amplio y no
restrictivo, esto es, conforme al principio pro actione,
con interdicción de aquellas decisiones de inadmisión
que, por su rigorismo, por su formalismo excesivo o por
cualquier otra razón, se revelen desfavorables para la
efectividad del derecho a la tutela judicial efectiva o resul-
ten desproporcionadas en la apreciación del equilibrio
entre los fines que se pretenden preservar y la conse-
cuencia de cierre del proceso (por todas, SSTC 88/1997,
de 5 de mayo, FJ 2; 252/2000, de 30 de octubre,
FJ 2; 188/2003, de 27 de octubre, FJ 4; y 3/2004,
de 14 de enero, FJ 3).

4. Como señalábamos, la cuestión de la legitimación
activa de los sindicatos en el orden contencioso-admi-
nistrativo ha sido ya objeto de diversos pronunciamientos
por parte de este Tribunal que han conformado un cuerpo
de doctrina jurisprudencial consolidada y estable. Esta
doctrina, tal y como fue recogida en la STC 84/2001,
de 26 de marzo, FJ 3, con remisión a otras anteriores
(SSTC 101/1996, de 11 junio, FJ 2; 7/2001, de 15
de enero, FFJJ 4 y 5; y 24/2001, de 29 de enero,
FJ 3), puede resumirse en los siguientes puntos:

a) Debemos partir, en primer lugar, de un recono-
cimiento abstracto o general de la legitimación de los
sindicatos para impugnar ante los órganos del orden
jurisdiccional contencioso-administrativo decisiones que
afecten a los trabajadores, funcionarios públicos y per-
sonal estatutario. Como afirmamos en la STC 210/1994,
de 11 de julio, «los sindicatos desempeñan, tanto por
el reconocimiento expreso de la Constitución (arts. 7
y 28) como por obra de los tratados internacionales sus-
critos por España en la materia (por todos, Pacto inter-
nacional de derechos económicos, sociales y culturales,
art. 8 o art. 5, parte II, Carta social europea), una función
genérica de representación y defensa de los intereses
de los trabajadores que, como ya ha sostenido la doctrina
de este Tribunal, no descansa sólo en el vínculo de la
afiliación, sino en la propia naturaleza sindical del grupo.
La función de los sindicatos, pues, desde la perspectiva
constitucional, ‘‘no es únicamente la de representar a
sus miembros, a través de los esquemas del apodera-
miento y de la representación del Derecho privado. Cuan-
do la Constitución y la Ley los invisten con la función
de defender los intereses de los trabajadores, les legi-
timan para ejercer aquellos derechos que, aun perte-
neciendo en puridad a cada uno de los trabajadores
ut singulus, sean de necesario ejercicio colectivo’’ (STC
70/1982, FJ 3), en virtud de una función de represen-
tación que el sindicato ostenta por sí mismo, sin que
deba condicionar necesariamente su actividad a la rela-
ción de pretendido apoderamiento ínsita en el acto de
afiliación, que discurre en un plano diverso del de la
acción propiamente colectiva (SSTC 70/1982,
37/1983, 59/1983, 187/1987 ó 217/1991, entre
otras). Por esta razón, es posible reconocer en principio
legitimado al sindicato para accionar en cualquier pro-
ceso en que estén juego intereses colectivos de los tra-
bajadores» (STC 210/1994, de 11 de julio, FJ 3). Queda
así clara «la relevancia constitucional de los sindicatos
para la protección y defensa, incluso jurisdiccional, de
los derechos e intereses de los trabajadores» (STC
7/2001, de 15 de enero, FJ 5).
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b) Ahora bien, desde la STC 101/1996, de 11 de
junio, venimos exigiendo que esta genérica legitimación
abstracta o general de los sindicatos, reconducible a su
relevancia constitucional, se proyecte de un modo par-
ticular sobre el objeto de los recursos que entablen ante
los Tribunales mediante un vínculo o conexión entre la
organización que acciona y la pretensión ejercitada. Y
ello porque, según recordamos allí, citando de nuevo
la STC 210/1994, de 11 de julio, FJ 4, «la función cons-
titucionalmente atribuida a los sindicatos no alcanza a
transformarlos en guardianes abstractos de la legalidad,
cualesquiera que sean las circunstancias en que ésta
pretenda hacerse valer». Se trata, en definitiva, de aplicar
a estas personas jurídicas asociativas singulares la mis-
ma exigencia que se aplica a cualquier otra persona física
o jurídica para reconocerle la posibilidad de actuar en
un proceso: ostentar interés legítimo en él. Por tanto,
concluimos en la STC 101/1996, de 11 de junio, la
legitimación procesal del sindicato en el orden jurisdic-
cional contencioso-administrativo, en cuanto aptitud
para ser parte en un proceso concreto o legitimatio ad
causam, «ha de localizarse en la noción de interés pro-
fesional o económico; interés que ha de entenderse refe-
rido en todo caso a ’un interés en sentido propio, cua-
lificado o específico’ (STC 97/1991, FJ 2, con cita de
la STC 257/1988). Interés que, doctrinal y jurispruden-
cialmente, viene identificado en la obtención de un bene-
ficio o la desaparición de un perjuicio en el supuesto
de que prospere la acción intentada, y que no nece-
sariamente ha de revestir un contenido patrimonial» (STC
101/1996, de 11 de junio, FJ 2).

c) En definitiva, hemos señalado con reiteración que
para poder considerar procesalmente legitimado a un
sindicato no basta con que éste acredite la defensa de
un interés colectivo o la realización de una determinada
actividad sindical, dentro de lo que hemos denominado
«función genérica de representación y defensa de los
intereses de los trabajadores» (STC 101/1996, de 11
de junio, FJ 2). Debe existir, además, un vínculo especial
y concreto entre dicho sindicato (sus fines, su actividad,
etc.) y el objeto del debate en el pleito de que se trate,
vínculo o nexo que habrá de ponderarse en cada caso
y que se plasma en la noción de interés profesional o
económico, traducible en una ventaja o beneficio cierto,
cualificado y específico derivado de la eventual estima-
ción del recurso entablado (SSTC 7/2001, de 15 de
enero, FJ 5; y 24/2001, de 29 de enero, FJ 5).

Al analizarse un problema de legitimación sindical,
cabe añadir, por último, que el canon de constitucio-
nalidad a aplicar es un canon reforzado, ya que el derecho
a la tutela judicial efectiva se impetra para la defensa
de un derecho sustantivo fundamental como es el dere-
cho a la libertad sindical (SSTC 84/2001, de 26 de
marzo, FJ 3; 215/2001, de 29 de octubre, FJ 2;
203/2002, de 28 de octubre, FJ 3). Las decisiones judi-
ciales como la que aquí se recurre están especialmente
cualificadas en función del derecho material sobre el
que recaen, sin que a este Tribunal, garante último de
los derechos fundamentales a través del recurso de
amparo, pueda resultarle indiferente aquella cualificación
cuando se impugnan ante él este tipo de resoluciones,
pues no sólo se encuentra en juego el derecho a la
tutela judicial efectiva, sino que puede producirse un
efecto derivado o reflejo sobre la reparación del derecho
fundamental cuya invocación sostenía la pretensión ante
el órgano judicial, con independencia de que la decla-
ración de la lesión sea sólo una de las hipótesis posibles
(SSTC 10/2001, de 29 de enero, FJ 5; 203/2002, de
28 de octubre, FJ 3).

5. Llegados a este punto, procede ya que enjuicie-
mos si las Sentencias recurridas han vulnerado el dere-
cho a la tutela judicial efectiva de la Federación de
Servicios y Administraciones Públicas de Comisiones

Obreras, al no reconocer la legitimación del sindicato
para recurrir los concursos convocados por la Tesorería
General de la Seguridad Social. Cabe recordar que el
sindicato recurrente impugnó cuatro Resoluciones de la
citada Tesorería por las que se convocaban concursos
abiertos para la contratación de apoyo técnico informá-
tico para la cobertura de diversas necesidades de la mis-
ma, por entender que con tales concursos se infringía
tanto el art. 197 de la Ley 13/1995, de 18 de mayo,
de contratos de las Administraciones públicas (en ade-
lante, LCAP), incurriendo en desviación de poder al exce-
der el objeto perseguido del ámbito de un contrato de
asistencia técnica, como las normas que regulan el ingre-
so en la función pública.

Las Sentencias que motivan la solicitud de amparo,
atendiendo a la causa de inadmisión planteada por la
Letrada de la Administración de la Seguridad Social,
negaron la legitimación a la demandante de amparo,
por entender que no existía relación alguna entre el obje-
to de las resoluciones impugnadas y la organización
recurrente, de manera que la anulación pretendida no
podía afectar a la esfera directa de sus intereses, al no
ser parte en el concurso, ni proporcionarle un beneficio
o perjuicio cierto. Las resoluciones impugnadas, señaló
la Sala de lo Contencioso-Administrativo, «no regulan
cuestiones de personal, sino una modalidad de contra-
tación de servicios o asistencia técnica con empresas
adjudicatarias a realizar por su propio personal, por lo
que no se está en el ámbito del empleo público, ni los
funcionarios o personal afiliado al sindicato recurrente
resultan afectados por la citada regulación, siendo cues-
tión diferente que el recurrente mantenga otra opción
sobre la forma de prestación de tales servicios». Negaron
así las Sentencias recurridas la existencia de un interés
legitimador en el sindicato recurrente, que «no puede
ser asimilado al interés en la legalidad».

Sin embargo, trasladando la doctrina constitucional
que acabamos de exponer al supuesto examinado, no
podemos sino concluir que el interés legítimo del sin-
dicato resulta claramente identificable en el presente
asunto. Ciertamente, como hemos señalado, para apre-
ciar el interés profesional o económico exigido, la acti-
vidad de los sindicatos, realizada de acuerdo con los
fines que éstos tienen constitucionalmente encomenda-
dos, debe estar en conexión con el concreto objeto del
proceso contencioso-administrativo. Pues bien, en este
caso, el objeto del recurso intentado (la impugnación
de cuatro concursos de asistencia técnica convocados
por la Tesorería General de la Seguridad Social para la
realización de labores informáticas en diferentes órganos
de la misma, por entender el sindicato recurrente que
con ellos se infringía el art. 197 LCAP, incurriendo en
desviación de poder, al exceder el objeto perseguido
del ámbito de un contrato de asistencia técnica, así como
las normas que regulan el ingreso en la función pública)
está en conexión con la finalidad que legítimamente per-
siguen los sindicatos (la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales de los trabajadores) y,
por tanto, con lo que la jurisprudencia constitucional
ha denominado interés profesional o económico. La
razón de esta conexión, que puede sintetizarse en el
interés de los empleados públicos en que los servicios
de apoyo informático que se pretenden contratar al exte-
rior sean realizados por empleados públicos, no radica
sólo en el interés general y abstracto del sindicato en
defender la legalidad de los procedimientos utilizados
por la Tesorería General de la Seguridad Social para la
cobertura de sus necesidades, sino que se materializa
en un interés específico en razón a la ventaja o utilidad
que obtendría el sindicato recurrente en caso de pros-
perar el recurso contencioso-administrativo y que sería
extensible a todos y cada uno de sus afiliados, así como,
en general, al personal de la Tesorería.
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En efecto, si el sistema de subcontratación utilizado
para la cobertura de los servicios informáticos afectados
fuese considerado por los órganos judiciales como con-
trario a Derecho, es claro que una, si no la única, de
las alternativas con que contaría la Tesorería General
de la Seguridad Social -supuesta la necesidad irrenun-
ciable de los servicios afectados- sería la de recurrir a
la afectación de trabajadores propios para la cobertura
de tales servicios, bien mediante medidas de promoción
o movilidad interna de trabajadores ya vinculados a la
Tesorería, bien mediante la incorporación de nuevos tra-
bajadores a través de los procedimientos específicos del
acceso al empleo público. El que tales alternativas pue-
dan entrañar «un proceso que por definición habría de
ser largo y necesariamente complicado» y que ello pueda
no resultar adecuado desde el punto de vista del interés
público y del cumplimiento inmediato de unos «objetivos
públicos necesitados de urgente cobertura», como afir-
ma la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo, es más una consideración relacionada con el fon-
do del asunto y con la procedencia de estimar o deses-
timar el recurso que una prueba de la falta de legiti-
mación del sindicato recurrente. Como señala el Minis-
terio público en su informe, si la Tesorería General de
la Seguridad Social hubiera de llevar finalmente a cabo
la actividad «por personas vinculadas con la Adminis-
tración en alguna de las modalidades del empleo público,
en ese caso tanto la Federación Sindical de Adminis-
tración Pública de Comisiones Obreras como sus afi-
liados podrían obtener los beneficios que se alegan: el
sindicato, nuevos afiliados, mayores ingresos y más
influencia; y sus afiliados, expectativas de promoción y
movilidad».

De ahí que el derecho a la tutela judicial efectiva
tenga en este caso un efecto reflejo sobre el derecho
a la libertad sindical, tal como ya se ha expresado, en
la medida en que su ejercicio está estrechamente vin-
culado a los fines que los sindicatos persiguen, es decir,
«la protección y defensa de los intereses económicos
y sociales que les son propios» (art. 7 CE), y puede incluir-
se en el ámbito del derecho a la actividad sindical (art.
2.1.d y 2.d de la Ley Orgánica de libertad sindical, LOLS),
por lo que la negativa judicial de legitimación priva al
sindicato recurrente de un medio de acción que le es
propio.

6. Debemos considerar, por tanto, que las resolu-
ciones administrativas impugnadas por el sindicato
recurrente en amparo no resultaban ajenas a los inte-
reses económicos y profesionales del mismo y de los
trabajadores por él representados.

Tampoco puede oponerse al reconocimiento de la
existencia de dicho interés legítimo, como entiende la
representación procesal de la Administración de la Segu-
ridad Social y parcialmente confirma la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo, la consideración de encontrar-
nos ante una materia propia de la potestad de orga-
nización de la Administración que, en virtud de ello, resul-
taría ajena al ámbito de la actividad sindical. El que una
materia forme parte de la potestad organizativa de la
Administración no la excluye per se del ámbito de la
actividad sindical, pues tal exclusión no sería acorde con
la apreciación del «interés económico o profesional» cuya
defensa se confía a los sindicatos, tal y como ha sido
reconocido por este Tribunal en casos similares al que
ahora se plantea. Como recordábamos en la STC
203/2002, de 28 de octubre, «hemos reconocido la
existencia de ese interés específico para recurrir un
Acuerdo de la Junta de Gobierno de una Universidad
aprobatorio de la dotación de determinadas plazas de
profesorado (STC 101/1996, de 11 de junio, FJ 3); para
impugnar el sistema de provisión de una plaza de Jefe
de la policía local en un Ayuntamiento (STC 7/2001,
de 15 de enero, FJ 6); para impugnar las bases de la

convocatoria de un concurso-oposición para la provisión
de plazas de bomberos de una Diputación Provincial (STC
24/2001, de 29 de enero, FJ 4); o para recurrir el Acuer-
do del Pleno de un Ayuntamiento que aprobaba la plan-
tilla orgánica del mismo (STC 84/2001, de 26 de marzo,
FJ 4). En todos estos supuestos entendimos acreditado
tal interés por la conexión entre los fines y la actividad
del sindicato (la defensa y promoción de los intereses
económicos y sociales de los trabajadores) y el objeto
del pleito, centrado en actividades relacionadas con la
organización administrativa. Es más, expresamente
declaramos que el hecho de que un acto sea manifes-
tación de la potestad organizativa de la Administración
’poco o nada explica sobre la existencia o inexistencia
de legitimación procesal’, porque poco o nada dice de
la titularidad de intereses legítimos del sindicato (STC
7/2001, de 15 de enero, FJ 6). Pues, en efecto, que
las decisiones de las Administraciones públicas que afec-
ten a sus potestades de organización queden excluidas
de la obligatoriedad de la negociación colectiva en el
sistema regulado por la Ley 9/1987, de 12 de junio,
de órganos de representación, determinación de las con-
diciones de trabajo y participación del personal al servicio
de las Administraciones públicas (en adelante LORAP,
art. 34.1), no significa que no tengan repercusión sobre
las condiciones de trabajo, como lo prueba la propia
Ley al someter en ese caso tales decisiones a la consulta
de las organizaciones sindicales (art. 34.2 LORAP), y
menos que anulen los intereses legítimos de los sin-
dicatos que pudieran verse afectados por las mismas.
No puede, pues, considerarse en sí misma ajena al ámbi-
to de la actividad sindical toda materia relativa a la orga-
nización de la Administración, y por ello no es cons-
titucionalmente admisible denegar la legitimación pro-
cesal de los sindicatos en los conflictos donde se dis-
cuten medidas administrativas de tal naturaleza» (STC
203/2002, de 28 de octubre, FJ 4).

7. En consecuencia, debe concluirse que la Fede-
ración de Servicios y Administraciones Públicas de Comi-
siones Obreras estaba legitimada para interponer el
recurso contencioso-administrativo contra las Resolucio-
nes de la Tesorería General de la Seguridad Social con-
sideradas, al ostentar un interés legítimo constitucional-
mente protegido. La Sentencia recurrida, al negar al sin-
dicato recurrente tal legitimación procesal, realizó una
interpretación de los requisitos procesales, y en concreto
del relativo a la existencia del interés legítimo, excesi-
vamente rigorista y desproporcionada y contraria al prin-
cipio pro actione, lesionando con ello su derecho a la
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) en su vertiente de
acceso a la jurisdicción, al privarle injustificadamente
de una resolución sobre el fondo del asunto debatido
en el proceso.

Por consiguiente, la demanda de amparo ha de ser
estimada por este motivo. Para restablecer en su derecho
al sindicato, debemos anular las Sentencias recurridas
y retrotraer las actuaciones al momento procesal opor-
tuno para que se dicte otra resolución en la que se reco-
nozca la legitimación procesal del sindicato recurrente
y se entre a analizar el fondo del asunto.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la Federación de
Servicios y Administraciones Públicas de Comisiones
Obreras y, en su virtud:

1.o Reconocer el derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 CE) del sindicato demandante de amparo.
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2.o Anular las Sentencias de 4 de abril de 2001
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección
Cuarta, de la Audiencia Nacional, y de 28 de noviembre
de 2000 del Juzgado Central de lo Contencioso-Admi-
nistrativo núm. 7.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento anterior
al de dictarse la Sentencia de 28 de noviembre de 2000
para que el Juzgado, con plenitud de jurisdicción pero
con respeto al derecho fundamental reconocido, dicte
la resolución que proceda.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a doce de julio de dos mil cua-
tro.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier Delgado
Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Manuel Aragón
Reyes.—Pablo Pérez Tremps.—Firmado y rubricado.

14851 Sala Primera. Sentencia 113/2004, de 12 de
julio de 2004. Recurso de amparo 5833-2001.
Promovido por Transfrutas, S. A., frente a la
Sentencia del Consejo de Hombres Buenos de
Murcia que la condenó a abonar al Hereda-
miento de la acequia de Beniaján una indem-
nización por haber construido una valla en la
acequia sin autorización.

Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (derecho al recurso legal y
motivación): función jurisdiccional del Conse-
jo de Hombres Buenos; inexistencia de dere-
cho a un recurso no establecido por la ley;
motivación suficiente de una sentencia dic-
tada por un Tribunal consuetudinario. Voto
particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presidenta,
don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-Calvo y
Montiel, don Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez
Tremps, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5833-2001, promovido
por la mercantil Transfrutas, S. A., representada por el
Procurador de los Tribunales don Manuel Infante Sán-
chez y asistida por el Abogado don Manuel Martínez
Garrido, contra la Sentencia del Consejo de Hombres
Buenos de Murcia, de 11 de octubre de 2001, dictada
en el expediente núm. 17-2001. Ha intervenido el Minis-
terio Fiscal y ha sido parte el Heredamiento de la acequia
de Beniaján, representado por el Procurador de los Tri-
bunales don Jesús Iglesias Pérez y asistido por el Letrado
don Nicolás Ortega Sánchez. Ha sido Ponente la Pre-
sidenta doña María Emilia Casas Baamonde, quien expre-
sa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 12
de noviembre de 2001, el Procurador de los Tribunales
don Manuel Infante Sánchez, en nombre y representa-
ción de Transfrutas, S. A., interpuso recurso de amparo
constitucional contra la resolución citada en el enca-
bezamiento.

2. Los hechos que fundamentan la demanda de
amparo son resumidamente los siguientes:

a) El Heredamiento de la acequia de Beniaján de
la Comunidad General de Regantes denominada Junta
de Hacendados de la Huerta de Murcia reunido en Jun-
tamento el 19 de junio de 2001 al objeto, según orden
del día, de autorizar, si procede, a la empresa Trans-
frutas, S. A., la colocación de una valla de cien metros
lineales de longitud en el quijero izquierdo aguas debajo
de la acequia, en la pedanía de Alquerías, acordó por
unanimidad que la citada entidad «deberá aportar al
Heredamiento, con arreglo a lo estipulado, 12.500 pese-
tas por metro lineal o, en caso contrario, derribar lo cons-
truido ilegalmente» y, para el caso de no hacerlo así,
autorizar expresamente a los Procuradores del Hereda-
miento para ejercitar en su defensa las acciones que
estimen convenientes.

b) Mediante escrito de fecha 16 de julio de 2001,
Transfrutas, S. A., se opuso a los citados acuerdos, que
considera nulos por defectos en la convocatoria del Jun-
tamento, y solicitó del Heredamiento de la acequia de
Beniaján que declarara la nulidad o anulabilidad de los
citados acuerdos, que considera ilegales por defectos
en la convocatoria del Juntamento.

c) En contestación a este escrito, los Procuradores
don José Sánchez Arce y don José Serrano Quereda,
en representación del Heredamiento, formularon con
fecha 31 de julio de 2001 alegaciones ante la Comu-
nidad negando la defectuosa convocatoria del Juntamen-
to celebrado el 19 de junio de 2001, al tiempo que
renovaban la obligación de Transfrutas, S. A., de cumplir
con lo entonces acordado. Y más tarde, por escrito de 3
de septiembre de 2001, demanda ante el Consejo de
Hombres Buenos de la Comunidad (en adelante, el Con-
sejo) contra la mencionada entidad mercantil, «por haber
construido una valla en la cola de la Acequia de Beniaján,
en el término de Alquerías, sin la autorización ni el con-
sentimiento del citado Heredamiento».

d) Con fecha 25 de septiembre de 2001, la Comu-
nidad General de Regantes, por conducto de su Secre-
tario General, convocó a las partes a la sesión del Consejo
de Hombres Buenos del siguiente día 11 de octubre,
«en la que se someterá a juicio, con las formalidades
previstas en las Ordenanzas de la Huerta, la [citada]
demanda».

Una vez celebrada la sesión, el Consejo dictó Sen-
tencia acordando que, «vistas las circunstancias que con-
curren en el presente caso, el Consejo de Hombres Bue-
nos condena a la sociedad Transfrutas S. A. a abonar
al Heredamiento de la Acequia de Beniaján la cantidad
de un millón doscientas cincuenta mil pesetas, cuya
suma deberá abonarse el 50% antes del día 31 del pre-
sente mes de octubre y el otro 50% antes del día 10
de enero del próximo año 2002».

3. La sociedad demandante de amparo, bajo la invo-
cación del derecho a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión que garantiza el art. 24.1 CE, solicita la nulidad
de la citada Sentencia de 11 de octubre de 2001, a
la que reprocha que carece de la imprescindible y sufi-
ciente motivación. Un defecto, según se razona en la
demanda, que es muy patente con sólo examinar el con-
tenido de la Sentencia, que nada dice sobre los hechos
ni fundamentos que la justifican, sino sólo sobre el impor-
te de la indemnización y el modo en que debía ser
satisfecha.

4. Mediante diligencia de ordenación de 19 de julio
de 2002, la Sección Segunda de este Tribunal, acordó,
antes de resolver sobre la admisibilidad del recurso,
requerir atentamente al Consejo de Hombre Buenos de
Murcia a fin de que remitiera testimonio de las actua-


